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PRECAUCIÓN Y RECURSO DE PROTECCIÓN.
SOBRE LOS ALCANCES DE LA SENTENCIA DE LA CORTE 
SUPREMA EN EL CASO CONSTRUCCIÓN TRANQUE EL MAURO 
(2013) Y SU RELACIÓN CON EL SISTEMA DE IMPUGNACIÓN DE 
DECISIONES AMBIENTALES

Luis Cordero Vega1 

Resumen 
El presente trabajo tiene por finalidad, a consecuencia de la sentencia de la 
Corte Suprema de 2013 recaída en el caso del Tranque el Mauro, analizar los 
efectos que tiene la aplicación del principio de precaución sobre actos de la ad-
ministración en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), espe-
cialmente cuando se utiliza el Recurso de protección para resolver cuestiones 
de lato conocimiento que en la mayoría de la ocasiones requiere de prueba.
En materia ambiental esta situación es especialmente compleja, sobre todo en 
el contexto del SEIA, porque el debate se refiere, en la mayoría de los casos, a 
cuestiones de carácter técnico o, al menos, a asuntos fácticos respecto de los 
cuales es necesario un término probatorio, lo que es problemático si se con-
sidera que se trata de un procedimiento administrativo integrado en el que 
participan distinto organismos con diversas atribuciones.

Antecedentes
El 4 de julio del 2013 la Corte Suprema2, en votación divida, decidió el caso 
asociado a la construcción del tranque El Mauro (en adelante, la sentencia), 
acogiendo el recurso de protección interpuesto por un grupo de habitantes 
del poblado de Caimanes, ubicado en la Cuarta Región de Coquimbo, en con-
tra de la Compañía Minera Los Pelambres, aceptando la pretensión de los 
recurrentes en orden a que la obra se había construido subestimando los ries-

1	  Doctor en Derecho, Profesor de Derecho Administrativo e investigador senior del Centro de Regula-
ción y Competencia (RegCom), Facultad de Derecho, Universidad de Chile. 

2	 Corte Suprema, Rol 19-2013, sentencia de fecha 4 de julio de 2013. La sala estuvo compuesta por los 
ministros Sergio Muñoz G., Héctor Carreño S., María Eugenia Sandoval G., Lamberto Cisternas R. y 
por el abogado integrante Emilio Pfeffer. La redacción estuvo a cargo del ministro Muñoz.
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gos frente a eventos sísmicos, los que, de ocurrir, implicarían el colapso del 
tranque, generándose con ello una avalancha del material que se precipitaría 
sobre la localidad en que habitan3.

La tesis central de la mayoría de la Corte Suprema4 fue que los hechos 
planteados por los recurrentes constituían una amenaza a la integridad física 
y psíquica de los habitantes del poblado Caimanes, que dicha Corte debía pro-
teger, por los siguientes argumentos:

Que el carácter cautelar de la acción que se plantea tiene por específico 
propósito adoptar las medidas necesarias para restablecer el imperio 
del derecho, en cuanto pudiesen resultar perturbados o amenazados 
derechos o garantías constitucionales, que como en este caso pudiesen 
derivarse como consecuencia del colapso de una obra civil que contiene 
un enorme volumen de material de relave en su interior5.
La capacidad de resistencia sísmica de un tranque de relaves mineros 
de las características del tranque El Mauro deben ser siempre suficiente 
como para evitar que frente a movimientos sísmicos como los que pue-
den ocurrir en el país tales obras colapsen, con consecuencias imprede-
cibles para los asentamientos humanos que existen en sus alrededores6.

3	 En 2012 el tranque El Mauro ya había sido objeto de una impugnación con un propósito semejante 
(SCS, Rol 8.776-12, 16 de enero de 2013). En tal caso, un grupo de personas interpuso un recurso de 
protección contra la sociedad minera solicitando la suspensión de la construcción y funcionamiento 
del tranque de relaves El Mauro hasta que se garantizara de modo eficaz a los habitantes del pueblo de 
Caimanes la ausencia de riesgos para la vida y la salud humana y de contaminación ambiental deriva-
dos de tal obra. La Corte Suprema rechazó el recurso, confirmando el fallo de la Corte de Apelaciones 
de La Serena, sosteniendo que el acto ilegal o arbitrario que se denunciaba en el recurso no existía, 
puesto que no se había constatado la concurrencia de factores relativos al tranque de relaves El Mauro 
que importaran poner en riesgo la vida y la salud de las personas o un atentado al derecho de vivir en 
un medio ambiente libre de contaminación. En ese caso, el voto de minoría estuvo a cargo del ministro 
Sergio Muñoz (la mayoría estuvo compuesta por los ministros Pedro Pierry y María Eugenia Sandoval, 
y por los abogados Jorge Baraona y Jorge Lagos), quien fue partidario de acoger el recurso de protección 
fundándose en el “principio preventivo”, afirmando que este debe inspirar las decisiones que adopte la 
autoridad respecto de las acciones que pueden impactar de manera negativa en el patrimonio ambien-
tal del país, principio que solo requiere de un riesgo racional que sea verosímil de producirse sobre la 
base de estudios especializados que lo demuestren. Así, afirmó, existiendo indicios de una amenaza a 
las garantías del art. 19 N°1 y 8 de la Carta Fundamental, el derecho a la vida e integridad física y el de-
recho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, el recurso de protección debía ser acogido.

4	 La mayoría la conformaron los ministros Muñoz (redactor), Carreño y Cisternas. El voto de minoría 
fue de la ministra Eugenia Sandoval y del abogado integrante Emilio Pfeffer, quienes fueron de la idea 
de confirmar el fallo de la Corte de Apelaciones respectiva, señalando que no se habría acreditado un 
actuar arbitrio e ilegal por parte de la minera y que, además, las autoridades con competencia sectorial 
fiscalizaban permanentemente la operación de la misma, en cumplimiento de sus obligaciones lega-
les.

5	 Corte Suprema, Rol 19-2013, op. cit., considerando 3. 

6	 Ibíd., considerando 4. 
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Que si bien Sernageomin entregó información técnica que daba cuenta 
que en la ejecución del tranque se consideraron factores de estabilidad 
sísmica más exigentes que los requeridos por la normativa vigente a la 
época en que fue aprobado su diseño y construcción, solo se tuvo presen-
te terremotos de magnitud 8,3 y 7,5, movimientos telúricos de las carac-
terísticas que en uno y otro caso precisa un determinado Memorándum7. 
Que si bien la opinión del ingeniero civil en minas del Departamento 
de Seguridad Minera del Sernageomin no representa oficialmente a di-
cho Servicio, esta se refiere a la necesidad de elevar los estándares para 
la construcción de los tranques y el emplazamiento en relación a zonas 
pobladas y no puede desconocerse por contener la conclusión de un es-
pecialista en el tema que se desempeña en esa repartición pública, por 
lo que no es razonable prescindir de sus observaciones, sobre todo en 
cuanto ellas apuntan precisamente a elevar las exigencias en la ejecu-
ción de este tipo de obras, lo que se traduce en considerar intensidades 
sísmicas mayores a las antes mencionadas8.
Por el hecho de estar en presencia de fenómenos cuyo potencial des-
tructivo resulta a la fecha impredecible pareciera que lo razonable im-
plica actuar dentro de los márgenes de seguridad más estrictos de que 
se disponga. Esto se corrobora por el hecho que los antecedentes téc-
nicos del estudio se refieren a “probabilidades” de manera que no es 
posible descartar la ocurrencia de movimientos sísmicos de magnitud 
aun mayor a los que han tenido lugar en los últimos años. Lo anterior 
obliga a adoptar las mayores medidas de seguridad posibles dando con ello 
aplicación al principio precautorio pues ante tal advertencia y la ocurrencia 
de un hecho de la naturaleza de grave magnitud no se podrá indicar que se 
estará ante un imprevisto que no es posible resistir9.
La inexistencia de planes de evacuación más la información de la Ofici-
na de Emergencia Nacional que precisa que en presencia de una catás-
trofe de gran magnitud están en riesgo las zonas de población aledañas, 
obligan a adoptar las medidas de resguardo que la prudencia exige y 
aconseja10.

7	 Ibíd., considerando 5.

8	 Ibíd., considerando 6. 

9	 Íd. Salvo que se indique lo contrario, todos los énfasis incluidos en este trabajo han sido agregados por 
su autor.

10	 Ibíd., considerando 7. 
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A consecuencia de esa decisión, la Corte estableció, como medida de am-
paro de derechos fundamentales, una serie de órdenes vinculadas a organis-
mos administrativos, algunos de los cuales no fueron partes en el recurso de 
protección11. 

El razonamiento de la Corte Suprema contrasta con el sostenido por la 
Corte de Apelaciones de La Serena, que había rechazado el recurso de pro-
tección porque las condiciones de inseguridad que presentaría el tranque de 
relaves El Mauro, que a juicio de los recurrentes constituían una situación ile-
gal y arbitraria, no se encontraba acreditada, entre otros argumentos, porque 
Sernageomin otorgó el permiso para la construcción y autorización del tran-
que y el proyecto se sometió al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA). Ello daba cuenta que este fue revisado técnicamente, conforme con lo 
estipulado en el Reglamento de Construcción y Operación de Tranques de Re-
laves y en el Reglamento de Seguridad Minera, considerándose que cumplía 
con las precauciones necesarias para otorgar seguridad y estabilidad a las ins-
talaciones, velando por la protección de los trabajadores y del medioambiente, 
motivo por el cual se había aprobado12.

Como consecuencia de la sentencia de la Corte Suprema se han originado 
un conjunto de interrogantes asociadas no solo a la implementación de las 
medidas señaladas, sino que también a la manera en que la Corte resolvió el 
asunto de carácter técnico, sobre la base de un recurso de protección, en don-
de la prueba en este procedimiento jurisdiccional era esencial para verificar el 
estándar de riesgo reclamado13.

11	 La Corte Suprema ordenó las siguientes medidas: 1) La minera deberá implementar un mecanismo 
de control y supervigilancia permanente del funcionamiento de las instalaciones del tranque con el fin 
de prever cualquier situación riesgosa para la población cercana a esas instalaciones. 2) La Oficina Na-
cional de Emergencia, a través del Director Comunal de Protección Civil y Emergencias, deberá super-
visar y asesorar a la autoridad comunal de Los Vilos para la elaboración de planes de alerta temprana 
y de evacuación en la zona aledaña al tranque. 3) Sernageomin deberá mantener periódicamente una 
vigilancia sobre el tranque, supervigilando, en los términos que precisa el respectivo Reglamento, las 
condiciones de funcionamiento del tranque, cerciorándose de la manera más celosa a su disposición 
que aquél opera bajo los más estrictos márgenes de seguridad, sin perjuicio de que deberá elaborar de 
manera conjunta con la Oficina Nacional de Emergencias un plan para hacer frente a eventuales con-
tingencias, de forma de minimizar dentro de lo posible las consecuencias que pudiere ello importar 
a los habitantes del poblado de que se trata. 4) La Dirección General de Aguas deberá mantener un 
permanente control y vigilancia respecto de la obra, de manera de advertir lo más tempranamente que 
sea posible cualquier filtración o mala operación o funcionamiento que se produzca en el tranque.

12	 Corte Suprema, Rol 19-2013, op. cit., considerando 4. 

13	 Algunas de esas interrogantes, fueron argumentadas por los disidentes de la sentencia. Los ministros 
Sandoval y Pfeffer, sostuvieron que: 1) La acción de protección, para ser acogida, exige que se acredite 
la existencia de un acto u omisión arbitrario e ilegal imputable a una persona o autoridad determinada. 
En este caso, los reproches fueron en contra de la minera por operar un tranque construido en una 
zona sísmica con un diseño de resistencia inferior al debido, con deficiencias constructivas y que filtra, 
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El objeto del presente trabajo es analizar sus alcances y consecuencias.

1. El recurso de protección es una acción de cautela urgente de 
derechos fundamentales

1.1. Naturaleza del recurso de protección
Existe bastante consenso en la literatura y en la jurisprudencia acerca de que 
el recurso de protección (en adelante, RP) es una acción de carácter cautelar 
que tiene por objeto el restablecimiento del imperio del derecho de quien 
sea privado, perturbado o amenazado en el legítimo ejercicio de las garan-
tías fundamentales protegidas expresamente en la Constitución Política de 
la República14, cuestión que implica la titularidad de derechos preexistentes, 
indubitados15 y no discutidos16.

lo que amenazaría la vida, integridad física, psíquica y salud de los habitantes del pueblo de Caimanes. 
2) En el proceso no existe antecedente alguno que el tranque se hubiese construido con deficiencias 
constructivas y que filtraba, de modo que la impugnación se resume a la afirmación de que el tranque 
de relave no se ajustaría a la normativa técnica dictada para garantizar la seguridad sísmica frente a 
eventos telúricos de magnitud mayor. 3) Esa afirmación se fundó en lo sostenido por un ingeniero 
civil en minas del Departamento de Seguridad Minera del Sernageomin, que en términos generales 
y sin referencia específica al tranque El Mauro, considera que es necesario elevar los estándares para 
la construcción de los tranques y el emplazamiento en relación a zonas pobladas. 4) La tarea de los 
jueces debe limitarse a verificar si en el presente caso se está frente a una operación insegura del 
tranque de relave que pueda configurar una acción u omisión arbitraria o ilegal, se comparta o no la 
recién señalada opinión técnica. 5) No se encuentra controvertido que las autoridades con competencia 
sectorial autorizaron el emplazamiento y construcción del tranque ni la circunstancia que el mismo 
cumplió los estándares técnicos exigidos por la normativa que regía en esa época, otorgándosele al 
titular del proyecto todos los permisos de funcionamiento. 6) La operación del tranque se encuentra 
sujeta a periódicas fiscalizaciones, por lo que no se divisa cómo podría calificarse de arbitraria o ilegal 
la conducta de la minera, dado que no se ha probado su actuar antijurídico. 7) En suma, se accionó por 
la posibilidad que ocurra un caso fortuito o de fuerza mayor respecto de una persona que desarrolla su 
actividad económica con estricta sujeción a las normas legales y reglamentarias que la rigen y a la que 
las autoridades con competencia sectorial le otorgaron los permisos y fiscalizan regularmente.

14	 Desde el trabajo de Soto, Eduardo, Recurso de protección, (Editorial Jurídica de Chile), 1992. En el mis-
mo sentido, Soto, “El recurso de protección: Aspectos fundamentales”, en Revista Chilena de Dere-
cho, 11, 1984, p. 365. Del mismo modo, Cea, José Luis, Derecho constitucional chileno, T. II, (Ediciones 
Universidad Católica de Chile), 2004, p. 643; Verdugo, Mario, Pfeffer, Emilio y Nogueira, Humberto, 
Derecho constitucional, T. I, (Editorial Jurídica de Chile), 2005, p. 338.

15	 Por ejemplo, la Corte Suprema, en el caso Palmar, sostuvo que el recurso de protección “constituye 
jurídicamente una acción de naturaleza cautelar, destinada a amparar el libre ejercicio de las garantías 
y derechos preexistentes (…)”. Corte Suprema, Rol 6.397-2008, sentencia de fecha 8 de enero de 2009.

16	 Mosquera, Mario y Maturana, Cristián, Los recursos procesales, (Editorial Jurídica de Chile), 2010, p. 
405, lo definen “como la acción constitucional que cualquier persona puede interponer ante los 
tribunales superiores, a fin de solicitarles que adopten inmediatamente las providencias que juzguen 
necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurarle la debida protección, frente a un acto 
u omisión arbitraria o ilegal que importe una privación, perturbación o amenaza al legítimo 
ejercicio de los derechos y garantías que el constituyente establece, sin perjuicio de los demás 
derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes”.
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Por tal motivo, se sostiene que la finalidad de esta acción es tutelar derechos 
frente a ciertos actos (u omisiones) que los lesionen (en el lenguaje constitucio-
nal: priven, perturben o amenacen). No se trata de una tutela abstracta de dere-
chos ni de revisar el apego formal del funcionario o un privado a la legalidad. La 
clave de la protección es la tutela de un derecho fundamental lesionado en una 
dimensión subjetiva de este, vale decir, solo si la posición del individuo agravia-
do por la acción u omisión se encuentra amparada por un derecho fundamen-
tal. En la base de la acción de protección está la tutela de un derecho subjetivo, 
pero no de cualquiera sino de un derecho público subjetivo17.

Eso explica que la acción de protección sea un instrumento cautelar des-
tinado a resguardar de modo urgente las garantías amagadas para restable-
cer el imperio del derecho, pero en modo alguno ha sido instituido como 
medio o sustituto jurisdiccional, de manera que por su intermedio no se pue-
dan declarar o constituir derechos, y menos resolver cuestionamientos sobre 
puntos de interpretación jurídica18.

Por lo mismo, el RP no debiese sustituir los procesos judiciales y/o ad-
ministrativos existentes19, sino erguirse como una acción rápida y eficaz 
de tutela de derechos fundamentales. En tal sentido, y conforme la misma 
Constitución lo dispone, la acción de protección no excluye el uso comple-
mentario o subsidiario de cualquier otro recurso o acción de que disponga 
el recurrente ante los correspondientes tribunales y autoridades.

Esto explica que, si el asunto ya se ha radicado en un tribunal ordinario 

17	 Gómez, Gastón, Derechos fundamentales y recurso de protección, (Ediciones Universidad Diego Portales), 
2005, pp. 19-20. 

18	 Como señala clásicamente Chiovenda, Giussepe, Curso de derecho procesal civil, (Editorial Pedagógi-
ca América), 1995, pp. 77-99, en las acciones a favor del actor mediante conocimiento ordinario se 
distingue entre sentencias declarativas y constitutivas. Afirma que las sentencias estimatorias tienen 
naturaleza declarativa, en cuanto no crean sino que se limitan a declarar existente una voluntad con-
creta de la ley que garantiza un bien al actor, o sea, actúan el derecho preexistente. A su vez, la doctrina 
moderna le dio el nombre de sentencias declarativas a un grupo de sentencias positivas estimatorias, 
en las cuales esta eficacia constitutiva depende del mismo derecho que ellas declaran y que consiste en 
el poder jurídico del actor de producir un efecto jurídico mediante sentencia del juez. De igual modo, 
Maturana, Cristián, Nociones sobre disposiciones comunes a todo procedimientos, (Facultad de Derecho, 
Universidad de Chile), 2006, pp. 25-26, afirma que son procedimientos meramente declarativos o 
de declaración de certeza aquellos que tienden a eliminar un estado de incertidumbre a través de un 
pronunciamiento que resuelva acerca de la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica o 
de un derecho, o sea, que se limita a reconocer una situación jurídica existente. Señala que son pro-
cedimientos constitutivos aquellos que procuran una sentencia que, además de declarar un derecho, 
produzca la génesis de un nuevo estado jurídico, al innovar sobre el preexistente, o sea, no se limitan 
a la mera declaración sino que crean, modifican o extinguen un estado jurídico.

19	 Aldunate, Eduardo, “La protección al acecho: Las consecuencias del abandono de las reglas de interpre-
tación constitucional en el ámbito del Recurso de Protección”, en Revista de Derecho de la Universidad 
Católica de Valparaíso, XX edición, 1999, p. 239.
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o ha sido sometido a la decisión de un órgano administrativo, la acción 
de protección debiese resultar improcedente. La razón es sencilla: se en-
cuentran amparados en otra sede y, por lo tanto, el RP no puede venir a 
sustituirla durante su conocimiento o a derogar a posteriori la ya reclamada 
competencia del órgano jurisdiccional20.

Sin embargo, el RP se ha convertido en el mecanismo ordinario de 
impugnación de las actuaciones de la autoridad que afectan derechos fun-
damentales21. Esto se explica por varias razones. 

Por una parte, ello se debe a la manera en cómo hemos concebido al de-
recho público en los últimos treinta años. Bajo la Constitución de 1980 se ha 
producido un fenómeno, conocido en el derecho comparado igualmente22, 
que explica el rol de los jueces en el debate jurisdiccional de políticas públicas. 
Se trata de la “subjetivización” del sistema institucional que ha obligado ine-
vitablemente a construir el discurso legal desde la lógica de los derechos y en 
especial de los derecho fundamentales; el efecto más obvio de esto es que co-
rresponde a los jueces –eso señala la Constitución– su protección y amparo, 
de manera que, si las decisiones públicas afectan esa “subjetividad”, entonces 
el rol de los jueces en ese espacio resulta inevitable, sobre todo a través de la 
“acción de urgencia”. 

Por lo anterior, las garantías constitucionales de los particulares se han 
interpretado en forma amplia cuando se trata de defenderlas de la actua-
ción de los órganos de la Administración del Estado, permitiéndose la pro-
tección de situaciones jurídicas que no se condecirían con la enumeración 
restrictiva que plantea el artículo 20 de la Constitución respecto del RP23.

20	 No es posible recurrir de protección una vez agotada la vía de impugnación ordinaria: la libertad re-
cursiva que daría el art. 20 de la Constitución es solo relativa y mira a la actitud inicial del perjudicado 
recurrente. En tal sentido, ver Corte de Apelaciones de Valparaíso, Rol Ingreso 11-2007, sentencia de 
fecha 12 de junio de 2007.

21	 Ferrada, Juan Carlos, “El recurso de protección como mecanismo de control contencioso administra-
tivo”, en La justicia administrativa, (Lexis Nexis), 2005, pp. 151 y 152. En tal sentido fue concebido por 
miembros de la Comisión Constituyente: Acta Oficial de la Sesión 215, celebrada con fecha 26 de mayo 
de 1976, p. 24.

22	 Wahl, Rainer, Cincuenta años de derecho público alemán, (Marcial Pons), 2013.

23	 Es lo que se ha llamado la propietarización o desnaturalización de los derechos fundamentales. Sobre la 
propietarización, la literatura sostiene que en materia de RP se ha producido una concentración de los 
recursos y los derechos invocados en dos garantías: propiedad e igualdad. En efecto, mediante la pri-
mera se ha propiciado un recurso por exceso de poder de carácter invalidatorio. Con la segunda, se ha 
discutido la juridicidad o legalidad y propiciado un recurso por exceso de poder de carácter anulatorio. 
Ver Vergara, Alejandro, “El recurso de protección como sustituto de una jurisdicción contencioso-
administrativa especializada. Elementos para el análisis”, en Gaceta Jurídica, N° 297, 2005, p. 14. En 
relación con la desnaturalización, ver Ferrada, op. cit., p. 143.



346

Por otra parte, como ha argumentado la literatura chilena, la ausencia de 
un sistema contencioso administrativo regular ha llevado a que los jueces 
terminen utilizando el RP como medio de impugnación de los actos admi-
nistrativos, especialmente como medio de cuestionar la validez de estos, 
llevando al juez de protección no solo a pronunciarse sobre las vías de hecho 
en vía administrativa sino también a declarar la nulidad del acto administra-
tivo. De este modo, el procedimiento de protección es concebido como una 
instancia de revisión de legalidad de la actuación administrativa, generada a 
instancia de parte, ya sea en protección de sus derechos e intereses o de los 
intereses públicos en general24.

De los diversos problemas que todo lo anterior genera, dos son los más 
serios: a) se ha terminado por fundamentalizar los conflictos entre los parti-
culares y la Administración, porque para poder recurrir de protección es ne-
cesario utilizar un derecho constitucional protegido; b) la condición cautelar 
deja de ser transitoria y se transforma en una decisión de fondo del asunto, 
pero, al provenir de un procedimiento cautelar que no tiene forma de juicio 
–porque está destinado a dar solución cautelar bajo condición de urgencia–, 
no genera el efecto de cosa juzgada material, sino que tan solo formal. 

Por ejemplo, en materia de SEIA, en que la ley establece un mecanismo 
de reclamación administrativa25 y luego jurisdiccional ante un juez con 
competencia contenciosa administrativa26 especialmente regulado en el 
caso de las Resoluciones de Calificación Ambiental27, la Corte admite a 
tramitación y resuelve los recursos de protección como si fueran verda-
deras acciones de nulidad de actos administrativos, anulando actos inter-
medios28 o finales29, o bien sosteniendo que el no haber intervenido en la 
etapa de participación ciudadana implica que no existe legitimación para 
interponer el RP con posterioridad30, superando de ese modo cualquiera 
idea de esta acción como cautelar y configurándola entonces como un tra-

24	 Ibíd., pp. 151-152.  

25	 Ley 19.300, art. 20.

26	 Íd.

27	 Tras la dictación de la Ley 20.600, ese contencioso administrativo especial es el Tribunal Ambiental.

28	 Es la situación de los casos Castilla I y Río Cuervo.

29	 Por ejemplo, los casos Castilla II y El Morro II.

30	 Corte Suprema, Rol 8.644-2011, sentencia de fecha 13 de diciembre de 2011, también conocido como 
El Morro I. 
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dicional contencioso de nulidad, que prescinde de las acciones ordinarias 
legalmente establecidas31. 

Así las cosas, por medio del RP no solo se plantean pretensiones anu-
latorias, sino también suspensivas, declarativas o, incluso, reparatorias32.

No es extraño, entonces, que el RP sea hoy un mecanismo general de im-
pugnación o de control de mera legalidad de los actos administrativos, que ha 
reemplazado en algunos casos la inexistencia de un contencioso administrati-
vo ordinario general, y, todavía más, que se imponga o coexista hoy con otras 
acciones generales y especiales administrativas que consagra expresamente 
nuestro ordenamiento33. 

Esto explica que, sin fundamento jurídico expreso, y a pesar de su 
naturaleza cautelar y de su origen como procedimiento de emergencia, 
el RP haya pasado a ser una suerte de acción por exceso de poder, un 
mecanismo objetivo de control que cautela la juridicidad pública y que 
ejerce, incluso, una amplia potestad revocatoria de la administración34 35.

31	 Para un análisis de los efectos indefinidos del recurso de protección entre urgencia y seguridad ju-
rídica, revisar Bordalí, Andrés, “El recurso de protección entre exigencias de urgencia y seguridad 
jurídica”, en Revista de Derecho, 19, (Universidad Austral de Chile), diciembre de 2006, pp. 205-228. 
Para la discusión sobre el problema del recurso de protección como sustituto jurisdiccional o tutela de 
derechos fundamentales, revisar Gómez, op. cit., p. 43.

32	 Ferrada, Juan Carlos; Bordalí, Andrés y Cazor, Kamel, El amparo constitucional contra los actos de la 
Administración del Estado en Iberoamérica: Un análisis comparado con el recurso de protección chileno, en 
Revista Ius et Praxis, N°10-2, 2004, p. 9. La anulación de un acto que transgrede la esfera de compe-
tencias de la autoridad pública debiese ser objeto de competencia del Senado (a cargo de las contiendas 
de competencias (art. 53 N°3 de la Constitución) o del Tribunal Constitucional (art. 93 N°12 de la Cons-
titución), a cargo de determinar la inaplicabilidad o inconstitucionalidad de preceptos legales).

33	 Un ejemplo reciente es la decisión de la Corte Suprema en el caso denominado Municipalidad de 
Zapallar (Rol 2791-2012). En este, la Corte acogió un recurso de protección interpuesto por una muni-
cipalidad contra un dictamen de la Contraloría General de la República para resguardar la propiedad 
sobre “ingresos públicos”, anulando el dictamen precitado. La decisión en el caso Municipalidad de 
Zapallar excede todos los supuestos del recurso de protección, porque buscaba la nulidad de un acto 
administrativo en la cual intervenía un organismo de la Administración contra otro de igual entidad e 
invocando derechos fundamentales. Para un análisis detallado de los efectos de esta sentencia, ver Cor-
dero, Luis, “Los límites de la jurisprudencia administrativa y las fuentes del derecho administrativo. 
Las consecuencias del caso de la Municipalidad de Zapallar”, en Revista de Derecho Administrativo, 
N° 7, (Thomson Reuters), 2012. 

34	 Cuestión respecto de la cual la Contraloría General de la República se ha pronunciado señalando que la 
injerencia de esta acción cautelar no puede significar alterar las prerrogativas legales de dicha entidad. 
Así, ha dictaminado que a ella “(…) le corresponde, entre otras funciones, ejercer de manera exclusiva 
y excluyente el control de la legalidad de los actos de la Administración, siendo el trámite de toma de 
razón el que persigue dicho objetivo, de manera que su mero ejercicio no puede ser atacado por la presente 
acción constitucional, por lo que a los Tribunales de Justicia les está vedado alterar dicha prerrogativa”. Dic-
tamen 36.353 de 2011. En el mismo sentido, dictámenes 1.097 de 2011, 577 de 2011 y 24 de 2011.

35	 El proceso de cautela constitucional y el procedimiento administrativo general o especial no son in-
compatibles (la norma procura señalarlo expresamente, de hecho). Tampoco resultan de aplicación 
contraria o, en su caso, subsidiaria. Solo tienen objetos distintos, que deben ser entendidos de forma 
correcta a la hora de propiciar su ejercicio y resolver las discusiones que se generen al amparo de uno 
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1.2. Una cuestión esencial: La lógica del procedimiento
Habiéndose el RP transformado, para los actos de la Administración, en un 
verdadero contencioso anulatorio, se plantea la pregunta relevante de si el 
procedimiento a cuyo conocimiento se somete la protección es compatible 
con este propósito.

El procedimiento al que se sujeta esta acción se caracteriza principal-
mente por su informalidad. En efecto, se trata de un procedimiento suma-
rísimo e informal creado como instrumento legal de reacción a la actividad 
política. Es una respuesta cautelar que, en su afán de agilidad jurisdiccio-
nal, obvia el derecho (también fundamental) a un debido proceso de los 
justiciables; en particular, de los recurridos, a quienes prácticamente llega 
a desconocérseles el derecho a defensa y el ejercicio del contradictorio, 
por una razón simple: si el RP es una acción cautelar de urgencia para un 
derecho indubitado, la acción de cautela es procedente.

Pero, si en el RP el debate se traduce en cuestiones sujetas a contradic-
ción y prueba, entonces se trata de un asunto de lato conocimiento36. 

En efecto, una de las características del procedimiento del RP se refiere a la 
precariedad jurídica, la que se manifiesta en la inexistencia de un periodo de 
discusión (cuestión que implica una falta de formalización de los hechos con-
trovertidos en esta suerte de litis) y de un término probatorio (lo que permite 
rendirla en cualquier momento, desde la presentación del recurso hasta su 
vista) o de norma estricta de ponderación de la prueba rendida por las partes37.

Por tal motivo, la jurisprudencia ha sostenido que “(…) en estas circuns-
tancias no resulta posible resolver dentro del procedimiento del recurso de protección 
cuál es el derecho que debe prevalecer, ya que ello es propio de un juicio contradicto-
rio (…) y si para ello deben cumplir los requisitos que establecen las normas técnicas 

y otro. En Ferrada, op. cit., pp. 161 y 162.

36	 Curiosamente, en materia ambiental ese fue el criterio tradicional de la Corte. Así sucedió, por ejem-
plo, en los casos Cascada (Corte Suprema, Rol 3.067-1999), Cementos Melón (Corte Suprema, Rol 139-
2003), Lago Atravesado (Corte Suprema, Rol 1.980-2003), Respaldo Eléctrico Colmito (Corte Suprema, 
Rol 4.093-2006), Palmar Correntoso (Corte Suprema, Rol 6.397-2008). Recientemente, repitió esa 
doctrina en el caso Pascua Lama (Corte Suprema, Rol 5.339-2013).

37	 En relación con la ausencia de contradictorio y de bilateralidad, el Auto Acordado sobre “Tramitación y 
Fallo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales”, dictado en 1992 y modificado por 
última vez en 2007, que regula la materia, sencillamente señala en su N°3 que “[a]cogido a tramitación 
el recurso, la Corte de Apelaciones ordenará que informe, por la vía que estime más rápida y efectiva, la per-
sona o personas, funcionarios o autoridad que según el recurso o en concepto del Tribunal son los causantes del 
acto u omisión arbitraria o ilegal”. A ello se agrega que “[r]ecibido el informe y los antecedentes requeridos, 
o sin ellos, el Tribunal ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la 
causa a la tabla del día subsiguiente”.
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determinadas por la autoridad”38.
La literatura ha destacado las especiales características del procedimiento 

al que se sujeta esta acción, señalando que “[t]iene una impronta autoritaria 
el recurso de protección porque el diálogo procesal fue desterrado casi ab-
solutamente de él haciendo de las Cortes de Apelaciones un juez inquisidor 
con amplios poderes para llevar adelante el proceso y encontrar por sí toda la 
verdad”39.

Esto explica que, dadas las particularidades a las cuales se sujeta este pro-
cedimiento, en relación con la inexistencia de un periodo de discusión, de 
un término probatorio y la forma en que ha de ponderarse la prueba, el RP 
esté diseñado para resolver cuestiones de complejidad técnica cuyo análisis 
y prueba requieren de un procedimiento más extenso.

1.3. Los efectos provisionales de la sentencia del RP y la cosa juzgada formal
Hemos señalado que la sentencia dictada en un RP no produce cosa juzgada 
material sino solo formal. Decir que en este caso solo se produce cosa juzga-
da formal, implica que la misma relación jurídica sustantiva se ha estimado 
susceptible de ser conocida por otro tribunal de forma posterior y con plena 
y exhaustiva cognición (y es que la verdad formal de un RP es esencialmente 
precaria y puede mutar cuando los hechos puedan ser acreditados de modo 
diverso ante legítimo contradictor, con los medios de prueba idóneos y en el 
contexto de un debido proceso).

La tutela de urgencia de naturaleza cautelar que envuelve el RP satisface 
los presupuestos que la justifican: el fumus boni iuris y el periculum in mora, 
cualquiera sea la garantía fundamental que se ve amagada o amenazada. En 
particular, se ha dicho, resulta necesaria la existencia de un efectivo periculum 
in mora o necesidad de urgencia40.

Esta cuestión, sin embargo, ha hecho extensivo su ejercicio y fallo a discu-
siones propias de juicios de lato conocimiento y en los cuales no se vislumbra 
un perjuicio o afectación de valor público inminente que lo exijan41.

38	 Corte Suprema, Rol 7.942-2010, sentencia de fecha 31 de diciembre de 2010, considerando 5.

39	 Bordalí, op. cit., p. 211.

40	 Ibíd., p. 216.

41	 Así lo ha resuelto de forma reciente la. Corte Suprema en la sentencia de fecha 31 de enero de 2013 en 
los autos Rol de Ingreso 5.592-2012. La prevención del ministro Muñoz al respecto ratifica también tal 
circunstancia.
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Para algunos, la variabilidad, incerteza e imprevisibilidad de sus resolucio-
nes no resultarían coherentes con el cariz de proceso contencioso administrati-
vo que ha alcanzado, puesto que el objetivo de este último es resolver de manera 
definitiva un conflicto entre la Administración del Estado y un administrado y 
no posponer para un procedimiento de lato conocimiento esta controversia42.

Para otros, ese es precisamente el inconveniente que envuelve la regula-
ción de este recurso: pretender que una acción cautelar con todas las carac-
terísticas ya dichas es la vía idónea para dotar de invariabilidad la decisión 
judicial. Ello significa institucionalizar un sistema que nació en un estado de 
necesidad de protección de derechos humanos ante vías de hecho y que no está 
concebido para resolver cuestiones de complejidad técnica en un régimen de 
estabilidad43.

Mediante sentencias declarativas (y hasta constitutivas de derechos en 
sede de protección), los procedimientos de urgencia dan lugar en los hechos a 
medidas anticipativas que se consolidan en una sentencia que, aunque no da 
lugar al efecto de cosa juzgada material, sí suele operar en los hechos como 
una sentencia firme estimatoria44.

Pero aquel no es su sentido ni alcance originarios. En realidad, el RP no 
busca –o no debiese buscar, al menos– cautelar la certeza jurídica ni declarar 
situaciones de contenido jurídico. El RP nació para dar respuesta perentoria 
a garantías constitucionales (originalmente, de carácter exclusivamente patri-
monial) definidas en la Constitución, ante afectación de las mismas, dejando 
entregada la definición adjudicatoria y sustantiva de las mismas a los tribuna-
les y autoridades competentes para decidir aquello.

Así lo ha reconocido la literatura nacional45 y la jurisprudencia de nuestros 
tribunales de justicia46: su desestimación no afecta la responsabilidad civil, 
penal o administrativa en que haya podido incurrir el eventual recurrido o 

42	 Gómez, op. cit., p. 22.

43	 En este sentido, ver Bordalí, op. cit., p. 223.

44	 Marín, Juan Carlos, Las medidas cautelares en el proceso civil chileno, doctrina, jurisprudencia y derecho 
comparado, (Editorial Jurídica), 2004, pp. 212 y 213.

45	 Pereira, Hugo, La cosa juzgada en el proceso civil, 2a ed. actualizada, (Lexis Nexis), 2004, p. 107.

46	 “La acción de protección no tiene por objeto determinar la titularidad del derecho del recurrente, lo que 
es propio de una acción de lato conocimiento. Su única finalidad es restablecer el imperio del derecho y dar 
la debida protección al afectado (…) la sentencia de protección solo produce cosa juzgada formal en cuanto a 
la titularidad del derecho cuyo ejercicio ha sido conculcado, pero no cosa juzgada material”. Corte de Apela-
ciones de Santiago, Sentencia de fecha 10 de diciembre de 1996, en Gaceta Jurídica, dic. 1996, N° 198, 
p. 65 (énfasis en el original).
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autor del agravio ni prejuzga sobre tales materias.
A pesar del general efecto relativo de las sentencias emanadas de los ór-

ganos jurisdiccionales47 y sin perjuicio del particular efecto de cosa juzgada 
formal que tiene el fallo de un RP, este goza de una eficiencia erga omnes. 

En efecto, no puede concebirse una sanción de ineficacia que opere para 
algunos sujetos y no para otros: toda persona debe respetar y cumplir, si co-
rresponde, lo ordenado por los tribunales al respecto. En este escenario, sí 
es posible afectar derechos de terceros que no intervinieron en el RP y que 
pueden verse afectados por las amplias medidas de protección: el acatamiento 
y efectividad del fallo no solo dependerá del ofensor, sino también de terceros 
ajenos al proceso48.

Lo anterior se denomina como el efecto reflejo de la sentencia: lo resuelto en 
esta sede solo afecta los derechos subjetivos impetrados por las partes, pero 
su eficacia y exigibilidad se extiende también a terceros49.

De este modo, no es trivial, que el Auto Acordado sobre “Tramitación y Fa-
llo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales”, que regula la 
materia, disponga que “[p]ara mejor acierto del fallo se podrán decretar todas 
las diligencias que el Tribunal estime necesarias”. Esto importa la posibilidad 
de que, con motivo del acogimiento de un recurso, se ordenen actuaciones u 
omisiones incluso de terceros que no han formado parte del mismo y que se 
ven compelidos a obrar en concordancia, en el ejercicio de sus competencias 
o en el respeto del derecho propio o ajeno.

A eso se refiere la literatura cuando apela al carácter público de las garan-
tías instituidas en sede de protección y al llamado a no “(…) caer en la tenta-
ción de pensar que una decisión de protección (…) tenga solo alcance o valor 
individual para quien recurre”50. Y respecto de quien se recurre, podríamos 
agregar.

47	 Me refiero a aquel consagrado en el inciso 2° del art. 3° del Código Civil, que señala que “[l]as senten-
cias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en que actualmente se pronun-
ciaren”.

48	  En Aninat, Luis Alberto, Los terceros en el recurso de protección, Memoria para optar al grado de Licen-
ciado en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, 2003, p. 81 
y ss.

49	  El art. 150 del Código de Procedimiento Civil, que aborda el desistimiento de la demanda, es una 
prueba concreta del llamado efecto reflejo de las sentencias. Esta norma indica que: “[l]a sentencia 
que acepte el desistimiento, haya o no habido oposición, extinguirá las acciones a que él se refiera, con 
relación a las partes litigantes y a todas las personas a quienes habría afectado la sentencia del juicio a 
que se pone fin”.

50	 Gómez, op. cit., p. 21.
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La circunstancia precedente, sin embargo, no puede inducir a sostener 
que mediante el RP pueden adoptarse cualquier tipo de medidas instructivas 
genéricas. Estas escaparían del objeto del RP y no redundarían en una tutela 
cierta de las personas en ese escenario de urgencia. Al efecto, la Corte Supre-
ma ha precisado que:

(…) resulta necesario consignar que por la vía de una acción constitucio-
nal como la de autos, en la que se busca terminar con la vulneración de 
alguna de las garantías amparadas en el artículo 20 de la Carta Funda-
mental, no es posible impartir órdenes de carácter general a Carabineros de 
Chile para que adecúe su conducta y proceder en eventos futuros en los que 
pueda verse afectado el orden público, de manera que el recurso de protección 
no puede contener declaraciones en esos términos51.

Lo anterior implica que no es dable incluir en la sentencia de protección 
órdenes de carácter general, eventuales y futuras, respecto de entidades pú-
blicas. Tales declaraciones constituirían una extralimitación de aquello que se 
somete al conocimiento de los tribunales en esta acción. Ello explica que la 
Corte, en materia ambiental, hubiese afirmado que solo puede disponer de 
medidas frente a actos concretos y efectivos, y no en la suposición de impac-
tos52. 

En cualquier caso, lo cierto es que en múltiples supuestos la sentencia que 
recae sobre un RP opera como sentencia anticipatoria, herramienta de tutela 
que se basta a sí misma (no en vano es un proceso autónomo y principal)53 y 
que, como mucho, podrá quedar supeditada a lo que se resuelva en el contex-
to de las demás acciones de lato conocimiento de que se disponga.

1.4. Las consecuencias de la sentencia
En mi opinión, la sentencia de la Corte en ese caso afecta las tres cuestiones 
esenciales sobre las cuales la acción de protección se encuentra construida.

51	 Corte Suprema, Rol 4.143-2012, sentencia de fecha 17 de julio de 2012, considerando 6.

52	 Corte Suprema, Rol 6.056-2009, sentencia de fecha 24 de noviembre de 2009.

53	 Esta cuestión no obsta a la posibilidad de que en el contexto del RP se concedan medidas cautelares, 
aunque las mismas puedan resultar inconducentes por la premura del fallo, con el cual probablemen-
te podrán coincidir. El propio Auto Acordado que regula su tramitación permite al tribunal decretar 
orden de no innovar (N°3) y se permite por la práctica judicial la solicitud y concreción de una multipli-
cidad de otras medidas, aun innovativas (que, aunque no aseguren sus resultados, sí pasan a decidirlo 
in limine). En Marín, op. cit., p. 446 y ss.
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En relación con la naturaleza de la acción, en la sentencia resulta evidente 
que se requirió por parte de los recurrentes un amplio control de juridici-
dad pública, compeliendo a la Corte Suprema a decidir respecto de cues-
tiones de lege ferenda y a pronunciar políticas públicas regulatorias en el 
contexto de procedimientos sometidos a normas establecidas y entregados 
al conocimiento de organismos técnicos especiales que habrían obrado en 
el ejercicio de sus atribuciones legales.

No habiendo necesidad de dar restablecimiento de derechos fundamen-
tales (resulta a lo menos controvertible la afectación por amenaza que se 
construye en virtud de los riesgos potenciales de la actividad de la minera 
sin la acreditación de un umbral de amenaza más allá de la suposición), la 
Corte Suprema acoge el RP en ausencia de ilegalidad o arbitrariedad en la 
construcción y funcionamiento del tranque El Mauro; cuestiones que sin 
duda atentan contra la concepción que, según se ha señalado en el presen-
te capítulo, ostenta la acción cautelar y el objeto de sus decisiones.

En relación con la cuestión procedimental, la Corte se ha abocado al 
conocimiento y fallo de cuestiones de complejidad técnica, de las cuales 
ya se habían pronunciado los órganos sectoriales competentes y que re-
sultaban propias de juicios o procedimientos administrativos de lato co-
nocimiento, al menos desde la perspectiva de los aspectos controvertidos 
asociados a la seguridad54.

En tales condiciones, la sentencia ha resuelto el asunto en contraven-
ción a los estándares regulatorios y a la competencia pública de los orga-
nismos administrativos respectivos, planteando un estándar supralegal de 
exigencia preventiva para la actividad de la minera en base a una afirma-
ción de principios, lo cual, como se explicará en el capítulo siguiente, no 
cumple con un estándar de justificación suficiente. 

Finalmente, en relación con las medidas, la sentencia va más allá de 
la cautela de urgencia y ha declarado situaciones de contenido jurídico, 
adoptando definiciones sustantivas de conducta de parte de un particular 
y otras varias entidades públicas, sin constatar en sus conductas ilegalidad 
o la falta de ejercicio de atribuciones regulatorias. 

Así, la Corte Suprema ha impartido órdenes de carácter general, maxi-
malistas y de carácter prospectivo a las autoridades involucradas, lo que 
constituye una extralimitación de sus potestades de imperio y, además, no 

54	  Ver nota 36.
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guarda relación con la situación de cautela de urgencia que se ha sometido 
a su conocimiento y respecto de la cual, históricamente, la Corte ha tratado 
de actuar con prudencia.

2. Aplicación del principio de precaución o precautorio

Un segundo problema planteado con motivo de lo resuelto en la sentencia 
dice relación con el uso determinante que la Corte Suprema realiza del prin-
cipio de precaución, al plantear la obligación de adoptar, pese a la regulación 
sectorial y al pronunciamiento en contrario de la generalidad de los expertos, 
“las mayores medidas de seguridad factibles”.

En concreto, la Corte afirma que:

(…) aspecto que obliga a adoptar las mayores medidas de seguridad fac-
tibles dando con ello aplicación al principio precautorio, pues ante tal 
advertencia y la ocurrencia de un hecho de la naturaleza de grave mag-
nitud no se podrá indicar que se estará ante un imprevisto que no es 
posible resistir55.

Sin embargo, la Corte no justifica de dónde nace ese principio, cuál es 
la norma que permite su aplicación o sobre qué bases se construye. En sín-
tesis, su argumentación en esta parte es exclusivamente de autoridad. Esto 
tiene importantes consecuencias para el caso y para la decisión de este tipo 
de asuntos.

Lo anterior es así porque el principio precautorio resulta de especial cui-
dado cuando se utiliza para inmiscuirse en el control de la discrecionalidad 
ambiental en vía jurisdiccional, como se verá, y, en especial, cuando se invoca 
en el contexto de una acción de urgencia como el RP, desformalizada y apa-
rentemente inidónea para conocer vicios de ilegalidad en actos ambientales 
complejos.

El problema es de particular importancia porque, en este caso, el funda-
mento de la decisión de la Corte se basa exclusivamente en un principio (no 
justificado) y no en una norma. Se ha señalado que la resolución de casos en 
base a principios ayuda “a los jueces a encontrar siempre una justificación 

55	 Corte Suprema, Rol 19-2013, op. cit., considerando 6.
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ex post para sus propias decisiones, pero parece no reducir, sino aumentar 
la indeterminación ex ante del derecho”56.

Por tal motivo, existe algún acuerdo de que, cuando los jueces invocan 
principios, lo hacen para aplicar las reglas del derecho vigente con la finalidad 
de ajustar la decisión del asunto a los hechos del caso concreto. Por eso los 
principios se construyen desde el sistema normativo57. 

En tales condiciones, la utilización de esta herramienta en la decisión de 
los casos debe hacerse con extremo cuidado58.

2.1. Delimitación conceptual59

Por este principio debemos entender aquella regla de conducta (u obliga-
ción, en determinadas jurisdicciones) que recomienda (o demanda, en su 
caso) la regulación, suspensión o cancelación de actividades que amenacen 
el medio ambiente o a los seres humanos, aunque no existan pruebas cien-
tíficas concluyentes ni suficientes que vinculen dichas actuaciones con la 
afectación o deterioro efectivo del mismo60.

El principio de precaución es, así, la guía normativa que sujeta la decisión 
política al punto de restringir o impedir la realización de una obra o actividad 
con posibles o eventuales impactos negativos en el medio ambiente o las per-
sonas, en base únicamente a los indicios de tales virtuales daños, no obstante 

56	 Y ello por tres tipos de razones: “1) porque una de las características más comunes de las normas que 
están configuradas como principios es la mayor vaguedad respecto a las otras normas, y por tanto 
esta característica aumenta en vez de reducir la indeterminación ex ante; 2) porque, en consecuen-
cia, la creación y configuración de principios, a falta de una moral común, aumenta la discrecionali-
dad de los jueces, que pueden decidir los casos haciendo referencia a las propias, subjetivas, concep-
ciones de la justicia, y también esto, naturalmente, aumenta la indeterminación ex ante; 3) porque 
la peculiar manera de aplicar las normas configuradas como principios, o sea la ponderación de los 
principios caso por caso, a falta de una jerarquía estable y general entre los principios, aumenta tam-
bién ella la discrecionalidad de los jueces y la indeterminación ex ante del derecho”, Comanducci, 
Paolo (2005) “Formas de (neo) constitucionalismo: Un análisis metateórico”, en Carbonell, Miguel 
(ed.), Neoconstitucionalismo(s), (Trotta), pp. 92-93.

57	 Bermúdez, Jorge y Hervé, Dominique, “La jurisprudencia ambiental reciente: Tendencia al reconoci-
miento de principios y garantismo con los pueblos indígenas”, en Anuario de derecho público, (Univer-
sidad Diego Portales), 2013, pp. 238-240. 

58	 Ver en este sentido Carbonell, Flavia; Letelier, Raúl y Coloma, Rodrigo (eds.), Principios jurídicos. Aná-
lisis y crítica, (Thomson Reuters), 2011.

59	 Los dilemas del principio de precaución en el sistema chileno y los errores de la jurisprudencia en 
su aplicación se encuentran analizados en Cordero, Luis y Tapia, Javier, “El principio de precau-
ción”, en La Semana Jurídica, N°s 74 y 75, suplemento tendencias jurisprudenciales, (Thomson 
Reuters), 2012. 

60	 Alonso, Enrique y Lozano, Blanca, Diccionario de derecho ambiental, (Iustel), 2006, p. 996 y ss. En el 
mismo sentido, Plater, Zygmunt; Abrams, Robert; Graham, Robert; Hall, Hoah; Heinzerling, Lisa y 
Wirth, David, Environmental Law and Policy. Nature, Law, and Society, (Wolters Kluwer), 2010, p. 59.
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adolezca tal decisión de certeza científica absoluta. Así lo ha corroborado de 
forma casi invariable la literatura:

La precaución requiere la toma de decisiones a niveles locales, naciona-
les e internacionales en pos de la cooperación entre todos ellos en un 
evento de incerteza o desacuerdo científico sobre las consecuencias de 
una actividad humana. Ellos deben, asimismo, cooperar con todos los 
demás actores interesados en la realización de evaluaciones de impacto 
ambiental y en la implementación de medidas efectivas y eficientes para la 
prohibición temporal o permanente de las actividades pertinentes. Estas me-
didas deberán propender a una reducción o eliminación del daño potencial 
del medioambiente, de la salud pública y, aun más, de todo lo vinculado a la 
seguridad, integridad y sobrevivencia del ser humano61.

La premisa que funda al principio en análisis es el control del riesgo, en-
tendido en su más básica acepción: contingencia o proximidad de un daño62, 
respecto de las cuales la autoridad no puede excusarse de actuar. Su utilización 
solo se verifica bajo la premisa de un riesgo potencial (cierto, no meramente 
hipotético); esto es, la posibilidad de un riesgo, no obstante no pueda demos-
trarse por completo, no pueda registrarse su amplitud o no sea susceptible de 
determinarse sus efectos debido a la insuficiencia o al carácter no concluyente 
de los datos científicos disponibles al momento de la evaluación, los cuales en 
caso alguno podrán estimarse como absolutos o inamovibles.

Sin embargo, el principio de precaución o de cautela63, amparado en la 
incertidumbre científica que le sirve de fundamento, no puede legitimar en 

61	 Boisson de Chazournes, Laurence, “The Precautionary Principle”, en Precaution, from Rio to Johannes-
burg, United Nations Environment Programme for the Geneva Environment Network, 2002, p. 10.

62	 El principio de precaución tuvo su origen muy probablemente en Vorsorge alemán, o i) en una ley 
reguladora del aprovechamiento pacífico de la energía atómica y de la protección contra sus peligros 
(Atomgesetz), que data de 1959 y en la que se señala que la autorización para la construcción de una 
central nuclear solo podrá ser otorgada “(…) si se ha adoptado la precaución necesaria con arreglo al estado 
de la ciencia y la técnica frente a los daños que puedan causar la construcción y el funcionamiento de la insta-
lación”; o ii) en la Ley Federal Alemana para la Protección contra las Inmisiones (BImSchG), que data 
de 1974. En el plano internacional, el principio de precaución se invocó por primera vez en el principio 
XI de la Carta Mundial de la Naturaleza, de 1982, en cuyos literales a) y b) se establece que “(…) se evita-
rán las actividades que puedan causar daños irreversibles a la naturaleza” y que “las actividades que puedan 
entrañar grandes peligros para la naturaleza serán precedidas de un examen a fondo y quienes promuevan 
esas actividades deberán demostrar que los beneficios previstos son mayores que los daños que puedan causar a 
la naturaleza, y esas actividades no se llevarán a cabo cuando no se conozcan cabalmente sus posibles efectos 
perjudiciales”.

63	 Como también se le llama en el contexto de la Comunidad Europea, Tratado de Maastrich.
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ningún caso una toma de decisión de naturaleza arbitraria ni mucho menos 
la inactividad de la autoridad64.

Como se ha señalado, este principio cumple un rol de evaluación y ponde-
ración de política pública. Se trata de uno más de los numerosos instrumentos 
que pretenden estabilizar y evitar la dispersión de criterios de las autoridades 
en torno a la compleja regulación y fiscalización del riesgo, aun en la ausencia 
de evidencia concluyente respecto del mismo.

Así lo ha concebido, en efecto, el juez Cançado Trindade, miembro de la 
Corte Internacional de Justicia, al emitir su opinión en el fallo que dirimió so-
bre la planta de celulosa emplazada en las cercanías de la frontera uruguaya-
argentina y criticar la subestimación que dicho tribunal hizo del principio 
precautorio:

En lo que concierne al medioambiente, a la fecha, ese conocimiento 
[científico] ha conducido a la formulación de los principios de preven-
ción –para evitar el daño medioambiental– y de precaución, para tomar 
acciones con el fin de prever consecuencias dañosas al medio ambiente, pro-
bables e, incluso, de largo plazo, en medio de incertezas científicas. Dada la 
recurrente prevalecencia de estas últimas, el significado epistemológico 
del principio precautivo está orientado a un deber de cuidado o un de-
ber de diligencia. A pesar de la creencia que la ciencia puede reducir la 
incertidumbre mediante la realización de aun más investigación cien-
tífica, su premisa es invariablemente el apoyo de la conservación del medio 
ambiente y la protección de la salud pública, identificadas estas como bienes 
comunes65.

La literatura, por su parte, ha provisto dos versiones para el principio pre-
cautorio: una concepción débil o minimalista y una concepción fuerte o maxi-
malista del mismo. La importancia de ello radica en una relevante disyuntiva 
para efectos de poder discriminar adecuadamente su uso: conforme se adopte 
una u otra, diversos serán los efectos y el balance costo beneficio para adoptar 
una decisión regulatoria66. 

64	 En Moya, Francisca, El principio de precaución, Memoria para optar al grado de Licenciado en Ciencias 
Jurídicas y Sociales, Universidad de Chile, 2012, p. 173 y ss.

65	 Opinión personal del juez Cançado Trindade en caso relativo a plantas de celulosa en río Uruguay 
(Argentina contra Uruguay), I.C.J. Reports, 2010, párr. 83, p. 156 (166), traducción propia.

66	 Al respecto, la literatura ha señalado que “[l]a versión ‘fuerte’ del principio precautorio (PP) tiene esta 
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En el contexto de su versión débil67 la falta de evidencia científica de un 
daño ambiental serio e irreversible no es excusa para no regularlo. En efec-
to, esta concepción aborda dicha expectativa de riesgo vinculándolo con la 
relación de costo beneficio de la medida que se concibe para precaverlo (úni-
camente para el caso en que el costo de dicha acción no supere el gasto alcan-
zado por los trastornos que intenta atajar), recayendo en el incumbente –con 
una suerte de inversión de la carga de la prueba mediante68– la justificación 
de una prueba de bajo o nulo riesgo.

En su versión fuerte, el principio de precaución exige regular el riesgo que 
enfrenta el medioambiente o la salud y seguridad de las personas, aun cuando 
se trate solo de una posibilidad meramente especulativa (basta que este supe-
re el estándar mínimo –cultural o normativo– de plausibilidad científica). En 
este caso, habiendo peligro y habiendo operado la verdadera presunción de 
intervención que esta concepción demanda, el incumbente debe demostrar 
que su actividad es segura, sin necesidad de ponderar los costos y beneficios 
que implicaría llevarla a cabo (sino solo considerando la efectividad de las 
medidas adoptadas).

denominación porque privilegia la meta de mantención de ecosistemas sustentables sobre otras. La 
versión ‘débil’ sopesa las preocupaciones ambientales con la economía y otro tipo de factores sociales, 
asumiendo que la calidad ambiental puede ser legítimamente balanceada en contraposición a esos 
otros bienes (jurídicos). Creo que la categorización débil/fuerte resulta de alguna manera engañosa, 
porque un principio no es débil o fuerte en un sentido absoluto, sino solo en relación a preocupaciones 
específicas; en este caso, el medioambiente. La versión fuerte es tal vez demasiado dura respecto a 
dichos bienes, siendo los intereses claramente diversos y no limitados a la preservación de la biodiver-
sidad”, Steele, Katie, The Precautionary Principle: A New Approach to Public Decision-Making?”, en 
Law, Probability and Risk, N° 5, (Oxford University Press), 2006, p. 29 (traducción propia).

67	 Proveniente del “criterio”, consagrado en el numeral 15 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo.

68	 Al respecto, y conforme a lo ya señalado en este trabajo, es relevante señalar que lo que suele llamarse 
una inversión de la carga de la prueba no es tal. Sencillamente, se trata de una práctica jurisprudencial 
(basada en casos de responsabilidad estricta) mediante la cual se exige a los titulares de actividades 
riesgosas acreditar la adopción de medidas de control que aminoren o anulen los daños virtuales espe-
rados. Así lo ha señalado la literatura: “[e]n las últimas décadas se está resaltando por la jurisprudencia 
la existencia de una imprecisamente llamada a veces inversión de la carga de la prueba y otras veces 
presunción y otras veces presunción en relación con la que se está denominando sociedad de riesgo 
(…). En el fondo no se trata obviamente ni de una inversión de la carga de la prueba, ni de una presun-
ción; se trata más sencillamente de la creación jurisprudencial de una norma de carga de la prueba 
basada en la idea de que quien realiza una actividad que conlleva un riesgo fuera de lo normal y se 
aprovecha de los beneficios que genera esa actividad debe asumir las consecuencias perjudiciales que 
se deriven de la misma, salvo que pruebe que adoptó todas las medidas que la prudencia y la diligencia 
permiten exigir al titular de la misma”, Montero, Juan, La prueba en el proceso civil, 7a ed., (Thomson Re-
uters), 2012, pp. 137 y 138. También han refrendado aquello los tribunales internacionales, como la CIJ, 
al señalar que: “(…) a pesar que una aproximación precautoria puede ser relevante en la interpretación 
y aplicación de las normas del estatuto, de ello no se sigue que opera como una inversión de la carga de la 
prueba”. Caso relativo a plantas de celulosa en río Uruguay (Argentina contra Uruguay), I.C.J. Reports, 
2010, párrs. 162 a 164, p. 61 (71), traducción propia.
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2.2. El principio en nuestro ordenamiento jurídico
En nuestro país el principio precautorio no está reconocido expresamente en 
la legislación sectorial ambiental (como directriz evaluativa; mucho menos 
como base normativa decisional), pero se ha aplicado en el último tiempo por 
extensión y homologación del llamado principio preventivo –cuestión equívo-
ca ya que se trata de dos principios distintos y de diferente envergadura–, el 
que sí ha sido referido en el mensaje de la Ley de Bases Generales del Medio 
Ambiente (en adelante, LBMA)69:

V. Los Principios.
Detrás de los cuatro objetivos señalados, existe una serie de principios 
que permiten darle coherencia, y sin los cuales no se podrá entender 
plenamente su real alcance y pretensiones. Estos son los siguientes:
1) El principio preventivo: mediante este principio, se pretende evitar que 
se produzcan los problemas ambientales. No es posible continuar con la 
gestión ambiental que ha primado en nuestro país, en la cual se inten-
taba superar los problemas ambientales una vez producidos. Para ello, 
el proyecto de ley contempla una serie de instrumentos (…)70.

Entre tales instrumentos de materialización se indica al SEIA. De allí que 
se diga de forma habitual que el sistema de evaluación es de naturaleza esen-
cialmente preventiva, construyéndose y justificándose sobre la base de este 
principio.

Sin embargo, la Corte Suprema en los últimos años ha utilizado de un 
modo recurrente, como elemento de decisión, la relación entre los princi-
pios de precaución y prevención, cometiendo errores en su identificación, así 
como en su justificación.

El elemento común en esos casos es que la Corte, frente a la ausencia de 
información sobre los impactos de un proyecto o actividad, ha decidido anular 

69	 Ley 19.300.

70	 Historia de la Ley 19.300, pp. 14 y 15. Respecto a dichos instrumentos, el mensaje señala que se trata 
de: i) la educación ambiental (“la necesidad de educar a toda la población, pero principalmente a los 
niños y la juventud en relación a la problemática ambiental”); ii) el sistema de impacto ambiental (“En 
virtud de él, todo proyecto que tenga impacto ambiental deberá someterse a este sistema”); iii) los 
planes preventivos de contaminación (“en aquellas zonas que se encuentren próximas a sobrepasar 
las normas de calidad ambiental, la autoridad deberá crear o exigir un plan de prevención de la conta-
minación”); y, iv) las normas sobre responsabilidad (“no solo pretenden hacer efectivo el principio de 
reparación del daño causado, tanto en el patrimonio de cualquier particular, como en el denominado 
patrimonio ambiental, sino que también persiguen un objetivo de prevención general”).
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los procedimientos de evaluación ambiental y, a continuación, someter al pro-
yecto a mayores requerimientos informacionales. La tesis central de la Corte 
es que la precaución permitiría construir un estándar normativo específico de 
control de las decisiones de las autoridades públicas. Esto es especialmente 
evidente en los casos de 2012 Río Cuervo71, Bocamina II72, Dunas de Concón73 y 
Castilla II74. En todos ellos, la Corte fundó su decisión de anulación en, entre 
otros, dicho principio.

Ya en 2002, la Corte Suprema había lidiado con una cuestión similar, 
cuando revocó la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago en el co-
nocido caso Itata75. Esta última, en un fallo redactado por el ministro Muñoz, 
había rechazado el proyecto, utilizando el principio de prevención del SEIA 
para obligar al organismo técnico y al proyecto, adoptando una serie de me-
didas de información y evaluación que le asistieran en la consideración de 
impactos futuros. La Corte Suprema sostuvo que, si los efectos de la actividad 
ocurren en el futuro, corresponde que sean evaluados jurídicamente cuando 
ello acontezca. En concreto afirmó que “[lo afirmado por el fallo] no es posible 
de constatación empírica, pues en cuanto se pronuncia sobre situaciones del 
futuro, será entonces el tiempo el que diga si hubo o no error”.

En el caso Río Cuervo, sobre un proyecto hidroeléctrico cuyos estudios de 
estabilidad de suelo habían quedado para un tiempo posterior, la Corte estre-
nó su tesis sobre el principio de prevención, que es en los hechos la aplicación 
de “precaución”, pero confundiendo la aplicación de los supuestos de uno y 
otro concepto. La tesis del fallo es que “el principio preventivo, a diferencia del 
precautorio que actúa bajo supuestos ya comprobados, solamente requiere de 
un riesgo racional y evidente previamente demostrado, que sea verosímil de 
producirse sobre la base de estudios especializados que lo demuestren, es el 
fumus bonis iuris, para luego determinar la gravedad del mismo acontecimien-
to, que exista la posibilidad de sufrir un perjuicio importante, la alteración o 

71	 Corte Suprema, Rol 2.463-2012, sentencia de fecha 11 de mayo de 2012. Mayoría: Sergio Muñoz, María 
Eugenia Sandoval y Juan Escobar. Minoría: Pedro Pierry y Héctor Carreño. Redactor: Sergio Muñoz.

72	 Corte Suprema, Rol 3.141-2012, sentencia de fecha 15 de junio de 2012. Integración: Sergio Muñoz, 
Héctor Carreño, Sonia Araneda y Juan Escobar. Abogado Integrante: Guillermo Piedrabuena. Redac-
tor: Sergio Muñoz.

73	 Corte Suprema, Rol 2.138-2012, sentencia de fecha 27 de julio de 2012. Mayoría: Sergio Muñoz, Juan 
Araya y Sonia Araneda. Minoría: Emilio Pfeffer y Alfredo Prieto. Redactor: Sergio Muñoz.

74	 Corte Suprema, Rol 1.960-2012, sentencia de fecha 28 de agosto de 2012. Integración: Sergio Muñoz, 
Carlos Künsemüller, Guillermo Silva, Rosa Egnem y Juan Escobar. Redactor: Sergio Muñoz.

75	 Corte Suprema, Rol 764-2002, sentencia de fecha 19 de junio de 2002.
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el agravamiento de una determinada situación que, en el evento que ocurra, 
afectaría un interés legítimo (periculum in mora). Resulta pertinente acotar 
que no se busca que la actividad de los particulares quede en estándares de 
riesgo cero, sino que, como primera medida, los riesgos advertidos por estu-
dios fundados sean considerados y se adopten respecto de ellos las medidas 
pertinentes, que no se les ignore. Posteriormente se deben evaluar riesgos y 
mitigaciones para llegar a una decisión racional, conforme a la cual los peli-
gros o inseguridades son minimizados por medidas efectivas y, en el evento 
que estos se produzcan se han considerado las acciones de reacción inmedia-
tas, que ante una omisión en su planificación deben ellas ser improvisadas, 
con el consiguiente agravamiento del daño. Es por lo anterior que el principio 
preventivo actúa sobre una hipótesis racional y estudios especializados, cir-
cunstancias que en el caso de autos concurren”76.

En el caso de Bocamina II, la Corte afirmó que si un proyecto aprobado por 
Estudio de Impacto Ambiental (EIA) es modificado por una Declaración de 
Impacto Ambiental (DIA), se produce un problema de información que no 
permite evaluar por completo los impactos de un proyecto o actividad. Con-
cretamente, sostuvo que “[l]a necesidad del Estudio de Impacto Ambiental en 
este caso resulta abonada por los principios que inspiran y sobre los cuales se 
desarrolla la regulación ambiental en nuestro ordenamiento, en particular los 
principios de prevención y de responsabilidad, que solo se cumplen si los eva-
luadores aplican desde un inicio sus especiales conocimientos sobre la mate-
ria, cuestión que solo resulta posible con un Estudio de Impacto Ambiental, al 
igual como se hizo al momento de someter a ese procedimiento los proyectos 
originales, y no con una mera Declaración de parte interesada como ahora se 
pretende, que a todas luces es insuficiente”77. Es decir, solo un EIA permitiría, 
en opinión de la Corte, desplegar conocimientos técnicos suficientes que per-

76	 Corte Suprema, Rol 19-2013, op. cit., considerando 6. Por eso afirma luego que “[l]a ilegalidad del ICE 
materia de este recurso deriva del incumplimiento del Servicio de Evaluación Ambiental de la obliga-
ción de hacerse cargo en el mismo de las condiciones fijadas por el SERNAGEOMIN que condicionó 
el proyecto a la realización de una ‘Predicción y evaluación de impactos y situaciones de riesgo’, puesto 
que debido al fenómeno de flujos piroclásticos –gases volcánicos– y su potencial acceso al río, ‘se re-
quiere que el titular del proyecto presente a la autoridad competente un estudio de detalle de las erup-
ciones holocenas enfocado a los depósitos piroclásticos (...); ello en el entorno inmediato del volcán’. 
Dicho estudio, señala el organismo estatal, debe ser ‘presentado previo al inicio de la construcción del 
embalse, y conforme a sus resultados se deberán proponer al plan de prevención correspondiente’. En 
estas circunstancias, el ICE adolece de ilegalidad por haber ignorado la recomendación del SERNA-
GEOMIN y no contener el estudio de suelo indicado, que, a juicio de esta Corte, resulta imprescindible 
para que el proyecto pueda ser sometido a la aprobación o rechazo de la Comisión de Evaluación Am-
biental” (considerandos 8 y 9).

77	 Ibíd., considerando 6.
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mitan dar aplicación al principio de prevención.
En Dunas de Concón, caso en el cual una persona deseaba cerrar el períme-

tro de un dunar de su propiedad que había sido calificado como “Santuario 
de la Naturaleza”, la Corte ordenó que dicho cierre se hiciera previo ingreso 
al SEIA. La Corte replicó su tesis sobre el principio preventivo ya expuesta 
en Río Cuervo. Así, reiteró que “(…) el principio preventivo, a diferencia del 
precautorio que actúa bajo supuestos ya comprobados, solamente requiere de 
un riesgo racional y evidente previamente demostrado, que sea verosímil de 
producirse sobre la base de estudios especializados que lo demuestren, es el 
fumus bonis iuris, para luego determinar la gravedad del mismo acontecimien-
to, que exista la posibilidad de sufrir un perjuicio importante, la alteración o 
el agravamiento de una determinada situación que, en el evento que ocurra, 
afectaría un interés legítimo (periculum in mora). Resulta pertinente acotar 
que no se busca que la actividad de los particulares quede en estándares de 
riesgo cero, sino que, como primera medida, los riesgos advertidos por estu-
dios fundados sean considerados y se adopten respecto de ellos las medidas 
pertinentes, que no se les ignore. Posteriormente se deben evaluar riesgos y 
mitigaciones para llegar a una decisión racional, conforme a la cual los peli-
gros o inseguridades son minimizados por medidas efectivas y, en el evento 
que estos se produzcan se han considerado las acciones de reacción inmedia-
tas, que ante una omisión en su planificación deben ellas ser improvisadas, 
con el consiguiente agravamiento del daño. Es por lo anterior que el principio 
preventivo actúa sobre una hipótesis racional y estudios especializados”78.

En Castilla II, la Corte acogió los recursos de protección en contra de dos 
proyectos presentados separadamente, ambos por EIA, relativos a una cen-
tral termoeléctrica y a un puerto multipropósito, ordenando que ingresaran 
conjuntamente porque no se habían evaluado los impactos de ambos y se 
desconocían sus efectos. En la sentencia la Corte afirmó que consideraba “(…) 
útil recalcar la importancia de los principios rectores de la Ley N° 19.300 cual 
es el principio preventivo, por el que se pretende evitar que se produzcan los 
problemas ambientales. Así, en la historia de la Ley N° 19.300 páginas 14 y 
15, se dice dentro de este contexto que para cumplir con este principio la ley 
contempla una serie de instrumentos, entre ellos, el sistema de impacto am-
biental. Por ello, resulta prístino que lo que la ley busca es que un determina-
do proyecto se presente en todas sus variables a la evaluación de la autoridad 
ambiental, de tal suerte que todos los permisos ambientales que la actividad 

78	  Ibíd., considerando 4.
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requiera, deben obtenerse con antelación a la calificación y no después de 
ella”79.

Como se desprende de estos casos, la Corte Suprema en materia medioam-
biental ha confundido la precaución con la prevención. Al hacerlo, ha puesto 
a la precaución en el centro del análisis, reabriendo el debate respecto de los 
alcances y límites de este principio.

2.3. El principio en la sentencia
La Corte Suprema ha concebido a este principio como una herramienta para 
construir un estándar específico de control de las decisiones de las autorida-
des públicas. Sin embargo, a diferencia de los casos citados en que la Corte 
justificó normativamente su aplicación a través del principio preventivo –aun 
cuando su utilización nos parezca discutible–, en este asunto la Corte no jus-
tificó bajo ninguna modalidad normativa cuál era la fuente de la aplicación 
del mismo.

En efecto, la sentencia acogió la apelación presentada en contra de la re-
solución de la Corte de Apelaciones de La Serena, que lo había rechazado en 
primera instancia, argumentando la imposibilidad de desconocer anteceden-
tes que implicaban elevar las exigencias en la ejecución de este tipo de obras, 
redefiniendo el nivel de riesgo aceptable en virtud de una extensiva aplicación 
del principio precautorio y, en específico, considerando intensidades sísmicas 
solo probabilísticas (hipotéticas) i) mayores a aquellas observadas en la expe-
riencia histórica, ii) superiores a las estimadas en la regulación sectorial, con 
las cuales se cumple a cabalidad, y iii) proyectadas para la zona en comento 
por la ciencia y técnica pertinente.

De ello da cuenta el considerando 6° de la sentencia, al razonar que, por el 
hecho de estar en presencia de fenómenos cuyo potencial destructivo resulta 
impredecible, pareciera que:

(…) lo razonable importa actuar dentro de los márgenes de seguridad más 
estrictos de que se disponga. Corrobora esta conclusión el hecho que los 
propios antecedentes técnicos del estudio previo hablan solo de “pro-
babilidades”, como lo expresa el informe de peligro sísmico realizado 
por un profesional experto en la materia, acompañado por la recurrida, 
que señala que estos análisis tienen carácter probabilístico, de manera que 

79	  Ibíd., considerando 33.
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forzoso resulta concluir que no es posible descartar la ocurrencia de movi-
mientos sísmicos de magnitud aun mayor a los que han tenido lugar en los 
últimos años, aspecto que obliga a adoptar las mayores medidas de seguridad 
factibles dando con ello aplicación al principio precautorio, pues ante tal 
advertencia y la ocurrencia de un hecho de la naturaleza de grave mag-
nitud no se podrá indicar que se estará ante un imprevisto que no es 
posible resisitir (sic).

De este modo, el voto de mayoría en la sentencia consideró que: a) existen 
instrumentos de prueba discrepantes en relación a las posibilidades de veri-
ficación de hechos naturales destructivos y las consecuencias dañosas que 
podrían producir los mismos; b) el estándar de predicción de riesgos que con-
templa un informe (de carácter no oficial, pero emitido por un experto en la 
materia) exige la adopción de una actuación dentro de los márgenes de seguri-
dad más estrictos para regular una actividad; y c) la advertencia de un daño 
de carácter grave –aunque solo posible o eventual– importa la aplicación del 
principio precautorio cual herramienta de aminoración o erradicación de la 
irresponsabilidad ante eventos de fuerza mayor.

Ante ello, poco y nada podía decir la recurrida en contrario para efectos de 
defender su actuación y evitar la adopción de medidas en contra de un proyec-
to completamente legal y carente de arbitrariedad.

El razonamiento anterior es relevante puesto que pone a la magistratura 
–conociendo en el contexto de una acción cautelar y fundado en la “probabi-
lística” (en palabras de nuestra Carta Fundamental, conforme a una “amena-
za” de garantías fundamentales)– en posición de regular y verdaderamente 
restringir el desempeño de una actividad productiva que, según se ha recono-
cido, no importa ilegalidad o arbitrariedad algunas.

De allí que estimemos que, como mucho, el principio precautorio debe 
utilizarse como un principio de referencia (contingente) y recomendación no 
vinculante en la esfera jurídica, proveyendo de “declaraciones exhortivas” no 
obligatorias que contemplen un trabajo de interpretación y complementación 
de otras normas y principios80-81.

80	 Tal concepción de soft law o soft norm se encuentra presente en las obras de Dellis, G “L’Etat face au 
risque en tant que matèrie du Droit public européen. Un approche comparative”, en European Review 
of Public Law, 1 (15), 2003; Icard, P, “Le principe de précautión: exception à l’aplicatión du droit com-
munautaire?”, en Revue Trimestrielle de droit Européen, 38 (3), 2002; y Cierco Seira, Cesar, “Principio 
de precaución: Reflexiones sobre su contenido y alcance en los derechos comunitario y español”, en 
Revista de Administración Pública, 163: 43, 2004.

81	 Así, en efecto, se concibió su aplicación en el caso Pfizer (Pfizer Animal Health S.A. con Council, 
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Concordante con lo anterior, la literatura ha sostenido al respecto:

La pregunta (…) es si la precaución constituye, adicionalmente, un prin-
cipio jurídico que debe influir en la interpretación y el desarrollo del de-
recho ambiental y al que habría que dar la máxima vigencia aun donde 
no hubiese sido establecido formalmente por el legislador o si, por el 
contrario, es una simple idea directriz que fundamenta y legitima de-
terminadas regulaciones pero que no resulta directamente aplicable. La 
mayoría de la doctrina y la jurisprudencia se decantan por esta última tesis. 
“Ni la Administración ni la Jurisdicción pueden recurrir inmediatamente a 
consideraciones de precaución para intervenir en la libertad de los ciudada-
nos [en supuestos no contemplados en la ley] o para declarar lícitas esas 
intervenciones”82.

Con el criterio sostenido por la Corte Suprema en este caso, el principio 
precautorio pasa a constituir una herramienta que permite ir más allá de los 
supuestos en los cuales se consagró el RP, es decir, como de estricta cautela 
en eventos de urgencia (cuestión que evidentemente se contrapone al análisis 
futuro y solo eventual que se genera a su amparo) y que descansa sobre dos 
supuestos copulativos de procedencia: la ilegalidad y/o arbitrariedad del acto 
u omisión y la afectación de una garantía constitucional reconocida al efecto 
mediante su privación, perturbación o amenaza83.

Ello queda de manifiesto en el considerando noveno de la sentencia, que 
señala: 

Que los hechos que se han expuesto importan una vulneración para los 
derechos garantidos, en los términos que plantea el recurso, en cuanto 

caso T.13/99), resuelto por el entonces Tribunal de Primera Instancia (hoy, Corte General) de la Unión 
Europea en 2002: no puede omitirse la adopción de medidas preventivas “cuando estas medidas apa-
recen como esenciales dado el nivel de riesgo a la salud humana que la autoridad ha estimado como 
inaceptable para la sociedad”.

82	 Doménech, Gabriel, Derechos fundamentales y riesgos tecnológicos, (Centro de estudios Políticos y Cons-
titucionales), 2006, pp. 261 y 262.

83	 La Corte de Apelaciones de La Serena ha señalado, conociendo y resolviendo un RP interpuesto en 
contra de la RCA que recayó sobre el proyecto de aumento de la producción minera de la misma mina, 
que “(…) son dos los elementos que deben concurrir copulativamente para la procedencia del recurso 
de protección intentado, siendo insuficiente la sola presencia de ilegalidad o arbitrariedad de un acto 
sin que haya desmedro de una garantía constitucional, como también lo será la vulneración de alguna 
de estas garantías, sin que exista ilegalidad o arbitrariedad del acto”. Corte de Apelaciones de La Serena, 
Rol 27.107-2002, confirmada por la Corte Suprema, Rol 3.026-2002, sentencia de fecha 26 de agosto 
de 2002.
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la situación que ellos configuran constituyen una amenaza a la integridad 
física y psíquica de los habitantes de Caimanes, que esta Corte está llamada 
a proteger.

En ese contexto, hace del RP una herramienta supraordenadora de ries-
gos futuros sin consideración de cuestiones fácticas acreditadas o respecto 
de las cuales existen indicios, sino en base a consideraciones especulati-
vas. 

Pero esta decisión de la Corte no puede obviar que, si desea invocar el 
principio precautorio en un caso ambiental, este debe entenderse como una 
recomendación de acción84 concebida como un principio que confiere estabi-
lidad normativa y funcional, pero que no resulta jurídicamente idóneo como 
base de decisiones judiciales. Una de las razones de esto radica en las eviden-
tes circunstancias anotadas en este informe: su uso excluyente y demasiado 
extensivo vulnera las reglas de valoración de las prueba previstas para el RP 
y, aun en mayor grado, para el conocimiento y resolución de los tribunales 
ordinarios y especiales de justicia.

Lo anterior se explica en la esencia misma de la regulación del riesgo: en 
vista que ella importa siempre la ponderación de diversos bienes jurídicos u 
objetivos en un escenario de costos alternativos (trade-offs), el principio de pre-
caución no debiese proveer una guía práctica, y mucho menos preconcebida, 
acerca de cómo el regulador, el fiscalizador o la sociedad toda deben respon-
der a la expectativa de riesgos de una actividad.

La utilidad del principio de precaución radica, entonces, en el estado de 
alerta que genera en la regulación de proyectos ante casos susceptibles de ge-
nerar riesgos al medio ambiente o a la seguridad o integridad de las personas, 
a efectos de que sean consideradas la totalidad de las posibilidades de balan-
ce, ponderación, costos y efectos, y se adopten medidas de control útiles, ne-
cesarias, proporcionadas, coherentes, no discriminatorias, provisionales (en 
cuanto la evolución científica puede hacerlas desaconsejables en el futuro) y 
basadas en una evaluación real de riesgo.

84	  Lo que el derecho anglosajón cataloga como soft norm.
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3. El RP ambiental como acción ordinaria y el comportamiento de la 
Corte Suprema

3.1. Particularidades de los recursos de protección ambiental
El asunto planteado se enmarca en el contexto amplio de lo que hoy constitu-
ye una práctica jurisprudencial de utilización del RP ambiental como acción 
ordinaria de control extenso de la discrecionalidad técnica de los organismos 
sectoriales.

Como hemos señalado, el RP no resulta el instrumento apropiado 
para resolver con carácter definitivo las cuestiones de complejidad técni-
ca que hoy se plantean mediante dicha acción para el conocimiento y fa-
llo de los tribunales superiores de justicia. Esto es algo que la Corte tenía 
claro hace mucho tiempo85 y es compartido en general por la literatura. 
Como se sabe, el RP ambiental nació como una herramienta limitada en su 
aplicación bajo la Constitución de 1980, en la medida que exigía copulativa-
mente los requisitos de ilegalidad y arbitrariedad. Esto implicaba que el están-
dar de acceso al recurso era alto, cuestión que fue corregida con la reforma 
constitucional de 200586.

Pero, aun bajo esas condiciones, la Corte, si bien acogía a tramitación una 
limitada cantidad de estos recursos87, estableció criterios jurisprudenciales in-
teresantes respecto de situaciones propias de inmisión.

Con la dictación de la LBMA y el establecimiento del SEIA, el RP ambien-
tal adquirió nuevas características, esencialmente porque, utilizando la lógica 
de contencioso administrativo de nulidad de actos administrativos (que fue su 
experiencia histórica, como se explicó), se desarrolló como el mecanismo de 
impugnación de resoluciones de calificación ambiental (RCA).

En efecto, el SEIA tiene el carácter de un procedimiento complejo que 
ostenta, integrado por una serie o conjunto de informes sectoriales –técni-
cos y meramente administrativos–, que sirven de base a la evaluación y que 
exponen a la calificación ambiental a una multiplicidad de reparos que en la 
actualidad han sobrepasado las consideraciones de derecho administrativo y 
se han inmiscuido en cuestiones propias del sector.

85	 Ver nota 36.

86	 En este sentido, ver Guzmán, Rodrigo, La regulación constitucional del ambiente en Chile: Aspectos sustan-
tivos y adjetivos: Historia, doctrina y jurisprudencia, (Abeledo Perrot - Legal Publishing), 2010.

87	 Gómez, op. cit., pp.19-20.
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3.2. Evolución del tratamiento jurisprudencial del RP ambiental
Como ya he señalado en otra oportunidad88, nuestro máximo tribunal ha tran-
sitado por tres momentos en los últimos años al juzgar en sede de protección 
los llamados recursos ambientales como consecuencia del SEIA. En el primer 
momento (1997-2009), la Corte afirmó que los conflictos ambientales en el 
SEIA son asuntos de lato conocimiento y cuyas decisiones eran competencia 
de autoridades técnicas; en el segundo (2009-2012), utilizando un estándar 
intenso de revisión de expediente, estableció un mecanismo de control de 
las decisiones de la evaluación ambiental sobre la base del cumplimiento de 
aspectos de procedimiento administrativo que constaran en el expediente de 
evaluación; y en el tercer momento (a partir de 2012), la Corte ha utilizado un 
criterio de control sustantivo respecto de decisiones de carácter ambiental.

Como se indicó, en una primera etapa, la Corte Suprema sostuvo que las 
impugnaciones de decisiones al interior del SEIA eran cuestiones de lato co-
nocimiento que no podían ser resueltas a través del RP89, correspondiendo a 
decisiones de contenido técnico de competencia exclusiva de la administra-
ción, por lo que era ella la que debía evaluar los presupuestos de sus compe-
tencias.

Conforme lo entendía la Corte, la Administración estaba en mejores con-
diciones para enfrentar problemas complejos de naturaleza técnica debido a 
su diseño institucional, al personal especializado con que contaba, a la expe-
riencia derivada de su propia actividad, y a la flexibilidad y adecuación de sus 
procedimientos en la materia en cuestión, características que ni los tribunales 
de justicia ni los legisladores podían alcanzar.

Así, en el conocido caso Itata90, la Corte señaló:

Que, consecuentemente, a través del presente recurso se pretende que 
los tribunales de justicia reemplacen a la autoridad medioambiental en 
el ejercicio de sus funciones, sin que la acción constitucional deducida 
a fs. 1 haya sido dirigida en contra de la COREMA Xa Región, que es el 
organismo que por ley está llamado a determinar si hay o no desviacio-
nes a la Resolución de Calificación Ambiental, siendo del todo improce-

88	 Cordero, Luis, “Corte Suprema y medio ambiente, ¿Por qué la Corte está revolucionando la regulación 
ambiental?”, estudio preliminar en Justicia ambiental, casos destacados, Tomo I, (Thomson Reuters), 
2012, p. 23.

89	 Ver nota 36.

90	 Corte Suprema, Rol 764-2002, op. cit.
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dente que tal labor sea entregada a los órganos jurisdiccionales, cuya misión, 
sin duda, no es reemplazar a las entidades de la Administración sino solo, 
tratándose de un recurso de protección, determinar si los actos de la autori-
dad (o de particulares, en su caso) han sido arbitrarios o ilegales (aunque 
tratándose de la garantía del N° 8° del artículo 19 de la Constitución Política 
de la República se requiere arbitrariedad e ilegalidad) y han afectado algu-
nos de los derechos mencionados en el artículo 20 de la carta fundamental, 
sin perjuicio, de las acciones ordinarias que sean procedentes, tanto en 
el orden civil como administrativo91.

La misma tesis la indicó que los casos Procesan (2002)92, Central Candela-
ria (2004)93, Celco Valdivia (2005)94, La Cocinera (2005)95, Central Nueva Ven-
tana (200796, Mono Rellenos de Lodos ESSAL (2009) 97. Repitió esta tesis con 
posterioridad en pocos casos, entre ellos, Central Patache (2011)98 e HidroAy-
sén (2012)99.

En la segunda etapa, los fallos de la Corte se pueden caracterizar como de 
control intenso de expediente, es decir, de análisis de legalidad de los presu-
puestos que permiten adoptar la decisión final, de modo que, si se advierten 
vicios en ellos, hay invalidez del acto administrativo.

Esta etapa corresponde a la que algunos denominan como de activismo 
judicial100. Sin embargo, en mi opinión, es la consagración del procedimiento 
administrativo (no la cuestión sustantiva en medio ambiente) la que justifica 
el control judicial101. Este es el momento en que la Corte utiliza ampliamente 
el RP como un contencioso de nulidad de actos administrativos ambientales. 

91	 Corte Suprema, Rol 1.853-2005, sentencia de fecha 30 de mayo de 2005, considerando 10.

92	 Corte Suprema, Rol 2.391-2002, sentencia de fecha 12 de agosto de 2002.

93	 Corte Suprema, Rol 2.342-2004, sentencia de fecha 28 de septiembre de 2004.

94	 Corte Suprema, Rol 1.853-2005, op. cit.

95	 Corte Suprema, Rol 3.155-2005, sentencia de fecha 26 de julio de 2005.

96	 Corte Suprema, Rol 6.506-2006, sentencia de fecha 4 de enero de 2007.

97	 Corte Suprema, Rol 7.763-2009, sentencia de fecha 9 de octubre de 2009.

98	 Corte Suprema, Rol 8.204-2011, sentencia de fecha 16 de agosto de 2011.

99	 Corte Suprema, Rol 10.220-2011, sentencia de fecha 4 de abril de 2012.

100	 García, José Francisco y Verdugo, Sergio, Activismo judicial en Chile. ¿Hacia el gobierno de los jueces?, 
(Ediciones Libertad y Desarrollo), 2013, pp. 66 y 67. 

101	 Sobre el control procedimental de la RCA, ver mi trabajo aludido en nota 88.



370

La anormalidad no es que la Corte pudiese anular una RCA por vicios de pro-
cedimiento, porque eso es lo que hace un juez de competencia contenciosa 
administrativa; lo verdaderamente anormal es que lo hiciera a través del RP.

Esta etapa comienza, en mi opinión, con el caso Campiche, donde afirma:

Que previo al análisis de esta acción constitucional conviene dejar asen-
tado que la Resolución en que culmina el proceso de evaluación de impacto 
ambiental de un proyecto de aquellos de que trata el artículo 11 de la Ley 
N° 19.300, como es el de autos, y que lo califica favorablemente, resul-
ta ser vinculante para todos los organismos del Estado, los que no podrán 
denegar las autorizaciones ambientales pertinentes, según expresamente 
lo dispone el artículo 24 de la citada ley. En atención entonces a la tras-
cendencia de sus decisiones en el ámbito administrativo, la recurrida 
queda sujeta al control jurisdiccional por la vía de la presente acción cautelar 
si en ellas se incurriera en ilegalidad al pronunciarse sobre un determinado 
proyecto de impacto ambiental, como sucede si sus resoluciones no se ajustan 
a la ley o a la normativa reglamentaria que está obligada a respetar conforme 
lo dispone el artículo 13 de la ley, o se resuelve en forma arbitraria, esto es, al 
margen de lo razonable102.

La tesis del control procedimental de la RCA se reiteró en Pesquera San 
José (2010)103, Castilla I (2010)104, Estación de Transferencia de Lanco-Panguipulli 
(2011)105, Expo-Pork (2011)106, Plan Regulador de San Pedro de Atacama (2011)107, 
Parque Eólico de Chiloé (2012)108, Sondajes de Prospección de Patagua (2012)109, 
El Morro II (2012)110 y Central Pirquenes (2012)111. 

102	 Corte Suprema, Rol 1.219-2009, sentencia de fecha 22 de junio de 2009. 

103	  Corte Suprema, Rol 926-2010, sentencia de fecha 19 de abril de 2010. 

104	 Corte Suprema, Rol 7.167-2010, sentencia de fecha 15 de noviembre de 2010.

105	  Corte Suprema, Rol 6.062-2010, sentencia de fecha 4 de enero de 2011.

106	 Corte Suprema, Rol 5.191-2010, sentencia de fecha 10 de enero de 2011.

107	 Corte Suprema, Rol 258-2011, sentencia de fecha 13 de julio de 2011. 

108	 Corte Suprema, Rol 10.090-2011, sentencia de fecha 22 de marzo de 2012.

109	 Corte Suprema, Rol 11.040-2011, sentencia de fecha 30 de marzo de 2012.

110	  Corte Suprema, Rol 2.211-2011, sentencia de fecha 27 de abril de 2012.

111	  Corte Suprema, Rol 7.071-2012, sentencia de fecha 26 de noviembre de 2012.
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La tercera etapa se puede denominar de aplicación de estándares de 
control sustantivo, que implican un desafío directo a la decisión ambien-
tal. En ella la Corte, utilizando principios de derecho ambiental material 
como prevención/precaución, cuestiona las medidas de carácter técnico de 
la autoridad ambiental sobre la base de que está protegiendo derechos fun-
damentales.

Esa idea está muy bien representada en Bocamina112:

Que el asunto a dilucidar dice relación a si es suficiente que el pro-
yecto que modifica la generadora “Optimización Central Termoeléc-
trica Segunda Unidad”, originalmente evaluado a partir de la pre-
sentación de un Estudio de Impacto Ambiental, solo sea sometido 
en esta oportunidad a Declaración, todo ello a fin de determinar si 
dicho proceder se encuadra dentro de lo que puede constituir un 
error evidente, con el objeto de sustituir inmediatamente el proce-
dimiento (…)

Que si bien el acto recurrido constituye una decisión administrativa 
adoptada dentro del ámbito de la competencia del órgano respectivo, la 
declaración de suficiencia sin embargo envuelve una decisión carente de 
razonabilidad y por tanto arbitraria, pues no se entiende cómo una 
Declaración de Impacto Ambiental permite evaluar una cuestión 
técnica compleja, que dice relación con la modificación de un pro-
yecto de generación de energía eléctrica cuya evaluación primitiva 
requirió precisamente de un Estudio. Desde el momento que el acto 
cuestionado no contiene fundamentos ni motivos que den cuenta de 
las razones consideradas por la autoridad para adoptar tal decisión, 
lo así resuelto deviene en arbitrario, (…) pues un proyecto que fue apro-
bado por Estudio de impacto ambiental y que ahora pretende modifica-
ciones de la importancia y entidad que ya han sido referidos no puede ser 
sometido a una mera Declaración113.

112	  Corte Suprema, Rol 3.141-2012, op. cit.

113	  Ibíd., considerandos 3 y 7.
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A este momento corresponden las sentencias Río Cuervo (2012)114, Dunas 
de Concón115, Castilla II (2012)116 y Minera Los Pelambres (2013)117.

Si bien en esta tercera etapa también existe una actividad intrusiva, es dis-
tinta de la anterior porque en ella la Corte resolvía sobre criterios de procedi-
miento administrativo y control de expediente; en esta última delibera sobre 
la idoneidad de la medida del organismo administrativo en base a principios 
de contenido material.

Esta última etapa no es representativa de la jurisprudencia de la Corte, 
sino que de un tipo de integración de la tercera sala en particular. En efecto, 
el elemento común de esta tercera etapa es que la redacción de las senten-
cias está a cargo del ministro Sergio Muñoz, quien ha utilizado el principio 
de prevención-precaución como base de las decisiones judiciales en materia 
ambiental118.

Esto no es sorprendente. Con anterioridad, esa doctrina fue utilizada en la 
Corte de Apelaciones de Santiago en el caso Itata, siendo también su redac-
tor el ministro Muñoz119. Como se indicó con anterioridad, la Corte Suprema 
revocó esa decisión y fue partidaria de deferencia de experto frente a la Admi-
nistración.

Esta cuestión es muy relevante para dimensionar adecuadamente los jui-
cios en relación con las sentencias de la Corte. Es una tendencia habitual, se-
gún la jurisprudencia analizada, que para un sector importante las causas de 
la judicialización de proyectos sean: magnitud del proyecto, implementación 

114	 Corte Suprema, Rol 2.463-2012, op. cit.

115	 Corte Suprema, Rol 2.138-2012, op. cit..

116	 Corte Suprema, Rol.1.960-2012, op. cit.

117	 Corte Suprema, Rol 19-2013, op. cit.

118	 Esto es consistente con el voto de minoría de este ministro en el caso contra el Tranque El Mauro re-
suelto en enero de 2013 y analizado en nota 4.

119	 Corte de Apelaciones de Santiago, Rol 1066-2001, 29 de enero de 2002. Esta sentencia había acogido 
el RP y posteriormente fue revocada por la Corte Suprema, estableciendo la doctrina de la deferencia 
de experto en la evaluación ambiental (nota 76). La sala que decidió el asunto estuvo compuesta por los 
ministros Sergio Muñoz (redactor), Haroldo Brito y Jorge Dahm. De esa sentencia resulta relevante, en 
el contexto de este trabajo, la prevención del ministro Muñoz respecto de lo que él creía debían consti-
tuir las medidas adecuadas. Concretamente indica el fallo: “Se previene que el ministro señor Muñoz 
estuvo, además, por disponer que la titular del proyecto, entre las medidas que debe adoptar para mini-
mizar, mitigar, compensar y/o reparar los posibles daños al medio ambiente que el Complejo Forestal 
e Industrial pueda ocasionar, estudie la posibilidad de crear una fundación, por todas las comunidades 
del valle, que tenga por objeto la promoción de la zona en todos sus aspectos, especialmente en cuanto 
al turismo, actividades recreacionales de la población, venta de los productos elaborados en la zona, 
como aquellos otros que se acuerden, con un aporte económico de todos los sectores interesados, cuya 
proporción se determinará por ellos y en el evento que no exista acuerdo lo señalará la autoridad”.
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del Convenio, mecanismos de participación ciudadana, inadecuada distribu-
ción de cargas ambientales, insuficiencia del SEIA en la estrategia energética 
nacional y delimitación de la línea de base.

En mi opinión, la mayoría de las razones expuestas se encuentra vinculada 
a la situación de que el SEIA es un procedimiento administrativo que interna-
liza el déficit de la política pública general, que por su diseño este jamás estará 
en condiciones de solucionar, lo que justifica la reforma a la institucionalidad 
ambiental120.

Esto explica, en consecuencia, que casos complejos terminen en decisio-
nes absurdas: se utiliza una acción de carácter cautelar y de urgencia para 
resolver asuntos de lato conocimiento, y se la emplea como contencioso ad-
ministrativo para controlar la discrecionalidad administrativa. Sobre la base 
del sistema de derechos fundamentales, permite la utilización de principios 
con baja o nula referencia normativa, como ha sucedido en el caso de Minera 
Los Pelambres.

4. Conclusiones

La sentencia del Tranque El Mauro (2013) es un buen ejemplo de la distorsión 
que se ha instalado respecto del RP en las últimas décadas, en que se ha uti-
lizado a esta acción como un mecanismo de resolución de controversias para 
asuntos de lato conocimiento, obviando de esa manera no solo la naturaleza 
de acción de urgencia y cautelar de su objeto, sino que además afectando 
reglas procedimentales básicas, especialmente las asociadas a cuestiones que 
requieren de prueba.

Esta cuestión es todavía más pronunciada en asuntos en donde está en jue-
go la decisión de una autoridad administrativa, en los que el RP ha operado 
como verdadero contencioso administrativo de nulidad.

En materia ambiental esta situación es especialmente compleja, sobre 
todo en el contexto del SEIA, porque el debate se refiere, en la mayoría de los 
casos, a cuestiones de carácter técnico o, al menos, a asuntos fácticos respecto 
de los cuales es necesario un término probatorio, lo que es problemático si 
se considera que se trata de un procedimiento administrativo integrado en el 
que participan distinto organismos con diversas atribuciones.

120	 Ver Historia de la Ley 20.417, Biblioteca del Congreso Nacional, pp. 13 y 14. 
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Sin embargo, durante 2014, la Corte Suprema, con una integración par-
cialmente distinta, ha ido moderando este criterio, señalando que la regla 
general es que las competencias de discusiones de carácter técnico deberían 
plantearse ante los tribunales ambientales y no a través del RP, por su condi-
ción de acción de urgencia121. 

Ello será parte de un comentario de lo que sucederá en 2014.

121	 En este sentido SCS “Junta de Vecinos JJ.VV. Norte con Comisión de Evaluación Ambiental de la Re-
gión de Valparaíso”, Rol 2.892-2014, 29 de abril de 2014; SCS “Consejo de Pueblos Atacameños y otros 
con Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Antofagasta”, Rol 16.817-2013, 22 de mayo de 
2014.


